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o de frontera, con el fin de que las autoridades territoriales en el marco de sus competencias 
puedan garantizar el acceso efectivo de la población al sistema educativo.

Parágrafo 2°. La solicitud también podrá ser realizada por la ciudadanía y/o la comunidad 
educativa a las respectivas autoridades municipales, quienes se limitarán a realizar su trámite 
ante el Ministerio de Transporte a través de la Subdirección de Transporte, de conformidad 
con lo establecido en el parágrafo 3° del artículo 3° de la Ley 2033 de 2020 o la norma que la 
modifique, adicione o sustituya.

Parágrafo 3°. Para el caso de creación de la zona diferencial para la prestación del servicio 
de transporte escolar de los municipios no certificados en educación, la solicitud deberá ser 
presentada por el departamento.

Parágrafo 4°. El Ministerio de Transporte, a través de la Subdirección de Transporte, 
dentro del acto administrativo de creación de la zona diferencial determinará los seguros con 
los cuales operarán los medios de transporte motorizados y no motorizados, de acuerdo con las 
características y necesidades propias de cada municipio, de tal modo que se garantice la atención 
en salud de los niños, niñas, adolescentes y jóvenes en caso de accidente.

Parágrafo 5°. El término total para resolver la solicitud de creación de una zona diferencial 
para el transporte escolar será de hasta tres (3) meses contados a partir de la radicación de la 
solicitud.

Cuando se requiera subsanación de información o documentos, los términos se suspenderán 
hasta que el solicitante allegue la información requerida, conforme a lo dispuesto en el artículo 
17 de la Ley 1437 de 2011 o la norma que lo modifique, adicione o sustituya.

Parágrafo 6°. Los municipios a los que se les reconozca la excepción mencionada en el 
presente artículo, deberán, en el marco de sus funciones, hacer pedagogía a quienes presten el 
servicio, sobre las condiciones de acceso, calidad y seguridad en el transporte escolar, que sean 
establecidas en la reglamentación transitoria.

Artículo 2.2.8.7. Canales de atención para la gestión del trámite. Las solicitudes de 
creación de zonas diferenciales para el transporte y/o tránsito y para la prestación del servicio de 
transporte escolar deberán presentarse a través de los canales presenciales y virtuales dispuestos 
por el Ministerio de Transporte.

Artículo 2.2.8.8. Valoración periódica. El Ministerio de Transporte, en coordinación con 
el Ministerio de Educación Nacional, deberá llevar a cabo una valoración periódica, de las 
condiciones de los municipios donde se reconoce la excepción de la zona diferencial para la 
prestación del servicio de transporte escolar.

Para dar cumplimiento a lo anterior, el Ministerio de Transporte, a través de la Subdirección de 
Transporte, requerirá anualmente, la información necesaria sobre las condiciones del municipio 
en relación con la prestación del servicio de transporte escolar con el fin de: (i) prestar asistencia 
técnica en los casos que se requiera; (ii) determinar si en el municipio persisten las condiciones 
que dieron lugar al reconocimiento de la excepción y iii) hacer seguimiento al plan de trabajo 
propuesto por el municipio para adoptar la normativa vigente del servicio de transporte escolar.

Parágrafo 1°. Las veedurías ciudadanas ejercerán vigilancia sobre las prestaciones del 
servicio, en particular, sobre las condiciones de seguridad de los estudiantes, en coordinación 
con el Ministerio de Transporte y el Ministerio de Educación Nacional. Lo anterior, sin perjuicio 
de lo dispuesto en el artículo 2.2.8.9. del presente Decreto.

Parágrafo 2°. Los alcaldes o quienes ejerzan la representación legal del municipio que 
adelanten procesos de contratación amparados en la creación de una zona diferencial, deberán 
presentar un informe bimestral ante la Procuraduría General de la Nación y la Contraloría 
General de la República. Los organismos de control emitirán un concepto semestral con destino 
a los Ministerios de Educación Nacional y de Transporte, bajo las condiciones establecidas en 
el artículo 8° de la Ley 2033 de 2020 o la norma que lo modifique, adicione o sustituya. Los 
informes serán tenidos en cuenta por los Ministerios de Transporte y Educación Nacional para 
efectuar sus funciones de asistencia técnica del servicio de transporte escolar en cada municipio.

Artículo 2.2.8.9. Asistencia técnica. El Ministerio de Transporte, en el marco de sus 
competencias, brindará asistencia técnica a las entidades territoriales en los asuntos relacionados 
con la implementación y aplicación de las disposiciones previstas en el presente título.

Artículo 2.2.8.10. Control y vigilancia. Los alcaldes municipales dentro de su jurisdicción 
en el marco de sus funciones, realizarán la inspección, vigilancia y control de la prestación 
del servicio del transporte y garantizarán el obligatorio cumplimiento de las condiciones de 
seguridad del medio de transporte definido en la reglamentación transitoria.

Lo anterior, sin perjuicio de la inspección, vigilancia y control que corresponde a la 
Superintendencia de Transporte.”

Artículo 2°. Vigencia y derogatoria. El presente Decreto rige a partir del día siguiente a la 
fecha de su publicación en el Diario Oficial y sustituye el Título 8 de la Parte 2 del Libro 2 del 
Decreto 1079 de 2015, Único Reglamentario del Sector Transporte.

Publíquese y cúmplase.
Dado a, 4 de agosto de 2026.

GUSTAVO PETRO URREGO
La Ministra de Transporte,

María Fernanda Rojas Mantilla.
El Ministro de Educación Nacional,

José Daniel Rojas Medellín.

DECRETO NÚMERO 1001 DE 2026

(agosto 4)
Por el cual se modifican y se derogan unos artículos del Capítulo 3 del Título 1 de la 
Parte 2 del Libro 2 del Decreto número 1079 de 2015, Único Reglamentario del Sector 
Transporte - Servicio Público de Transporte Terrestre Automotor Individual de Pasajeros 

en Vehículos Taxi.
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades 

constitucionales y legales, y en especial, las previstas en el numeral 11 del artículo 189 de 
la Constitución Política, el numeral 2 del artículo 3° de la Ley 105 de 1993 y los artículos 
4° y 5° de la Ley 336 de 1996, y

CONSIDERANDO:
Que el artículo 24 de la Constitución Política de Colombia establece que todo 

colombiano, con las limitaciones que establezca la ley, tiene derecho a circular libremente 
por el territorio nacional.

Que el inciso 1° del artículo 333 de la Constitución Política de Colombia determina 
que la actividad económica y la iniciativa privada son libres dentro de los límites del bien 
común, y que, para su ejercicio, nadie podrá exigir permisos previos ni requisitos, sin 
autorización de la ley.

Que el artículo 365 de la Constitución Política señala que los servicios públicos son 
inherentes a la finalidad social del Estado por lo que es su deber asegurar su prestación 
eficiente. Igualmente, indica que los servicios públicos estarán sometidos al régimen 
jurídico que fije la ley y podrán ser prestados por el Estado, directa o indirectamente, 
por comunidades organizadas, o por particulares. No obstante, el Estado mantendrá la 
regulación, el control y la vigilancia de dichos servicios.

Que el literal b) del artículo 2° de la Ley 105 de 1993, por la cual se dictan disposiciones 
básicas sobre el transporte, se redistribuyen competencias y recursos entre la Nación y las 
Entidades Territoriales, se reglamenta la planeación en el sector transporte y se dictan otras 
disposiciones, establece que corresponde al Estado la planeación, el control, la regulación 
y la vigilancia del transporte y de las actividades a él vinculadas.

Que el inciso 1° del artículo 3° de la Ley 105 de 1993, determina que el transporte 
público es una industria encaminada a garantizar la movilización de personas o cosas por 
medio de vehículos apropiados a cada una de las infraestructuras del sector, en condiciones 
de libertad de acceso, calidad y seguridad de los usuarios sujeto a una contraprestación 
económica.

Que los literales a) y b) del numeral 1 del artículo 3° de la citada ley, disponen que el 
usuario pueda transportarse a través del medio y modo que escoja en buenas condiciones 
de acceso, comodidad, calidad y seguridad y así mismo que sea informado sobre los 
medios y modos de transporte que le son ofrecidos y las formas de su utilización.

Que el artículo 4° de la Ley 336 de 1996, por la cual se adopta el Estatuto Nacional 
de Transporte, prescribe que el transporte gozará de especial protección estatal y estará 
sometido a las condiciones y beneficios establecidos por las disposiciones reguladoras de 
la materia, y como servicio público, continuará bajo la dirección, regulación y control del 
Estado, sin perjuicio de que su prestación pueda ser encomendada a los particulares.

Que el artículo 5° de la citada ley, le otorga la calidad de servicio público esencial 
al transporte, lo cual implica que se encuentra sometido a la regulación del Estado para 
garantizar la prestación del servicio y la protección de los usuarios, de conformidad a los 
derechos y obligaciones que señale el reglamento para cada modo.

Que el artículo 8° de la Ley 336 de 1996, dispone que, bajo la suprema dirección 
y tutela administrativa del Gobierno nacional a través del Ministerio de Transporte, las 
autoridades que conforman el sector y el sistema de transporte serán las encargadas de la 
organización, vigilancia y control de la actividad transportadora dentro de su jurisdicción 
y ejercerán sus funciones con base en los criterios de colaboración y armonía propios de 
su pertenencia al orden estatal.

Que el inciso 1° del artículo 9° de la citada ley establece que el servicio público de 
transporte se prestará por empresas, personas naturales o jurídicas, legalmente constituidas 
de acuerdo con las disposiciones colombianas y debidamente habilitadas por la autoridad 
de transporte competente.

Que el artículo 23 de la Ley 336 de 1996, determina que las empresas habilitadas 
para la prestación del servicio público de transporte sólo podrán hacerlo con equipos 
matriculados o registrados para dicho servicio, previamente homologados ante el Ministerio 
de Transporte, sus entidades adscritas, vinculadas o con relación de coordinación y que 
cumplan con las especificaciones y requisitos técnicos de acuerdo con la infraestructura de 
cada modo de transporte.

Que el artículo 38 de la Ley 336 de 1996, consagra que los equipos destinados a 
la prestación del servicio público de transporte deberán reunir las condiciones técnico 
mecánicas establecidas para su funcionamiento, circunstancia que se presumirá con la 
adquisición de los seguros legalmente exigidos, sin perjuicio de que las autoridades 
competentes ordenen su revisión periódica o para determinados casos.

Que la Ley 1712 de 2014, por medio de la cual se crea la Ley de Transparencia y del 
Derecho de Acceso a la Información Pública Nacional y se dictan otras disposiciones, 
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regula el derecho de acceso a la información pública, los procedimientos para el ejercicio 
y garantía del derecho y las excepciones a la publicidad de información.

Que mediante la Ley 2294 de 2023, por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 
2022-2026 “Colombia Potencia Mundial de la Vida”, se expidió el Plan Nacional 
de Desarrollo 2022-2026, que tiene como objetivo sentar las bases para que el país se 
convierta en un líder de la protección de la vida a partir de la construcción de un nuevo 
contrato social que propicie la superación de injusticias y exclusiones históricas, entre 
otros, a partir del cambio de nuestro relacionamiento con el ambiente y una transformación 
productiva sustentada en el conocimiento y en armonía con la naturaleza, así mismo, la 
búsqueda de una oportunidad para que todos podamos vivir una vida digna, basada en la 
justicia.

Que el Decreto número 172 de 2001, por el cual se reglamenta el Servicio Público de 
Transporte Terrestre Automotor Individual de Pasajeros en Vehículos Taxi, fue expedido 
con el propósito de reglamentar la habilitación de las empresas de Transporte Público 
Terrestre Automotor Individual de Pasajeros en Vehículos Taxi y la prestación por parte de 
éstas de un servicio eficiente, seguro, oportuno y económico, bajo los criterios básicos de 
cumplimiento de los principios rectores del transporte, como el de la libre competencia y 
el de la iniciativa privada.

Que el Decreto número 1079 de 2015, por medio del cual se expide el Decreto Único 
Reglamentario del Sector Transporte, compila las normas de carácter reglamentario que 
rigen el sector transporte, entre las cuales, se incluyeron las contenidas en el Decreto 
número 172 de 2001 en el Capítulo 3 del Título 1 de la Parte 2 del Libro 2 del citado 
decreto.

Que el artículo 2.2.1.3.4. del citado decreto determina actualmente, las definiciones 
de municipios contiguos, planilla única de viaje ocasional, taxi básico, taxi lujo vehículo 
nuevo y viaje ocasional.

Que el artículo 2.2.1.3.1.1. del Decreto número 1079 de 2015 señala que actualmente, 
las autoridades de transporte para la modalidad, en la Jurisdicción Nacional es el Ministerio 
de Transporte; en la Jurisdicción Distrital y Municipal son los Alcaldes Municipales y/o 
distritales o los organismos en quien estos deleguen tal atribución y en la Jurisdicción 
del Área Metropolitana es la Autoridad Única de Transporte Metropolitano o los alcaldes 
respectivos en forma conjunta, coordinada y concertada.

Que el artículo 2.2.1.3.1.2 del Decreto número 1079 de 2015 señala actualmente, que la 
inspección, vigilancia y control de la prestación del Servicio Público Terrestre Automotor 
Individual de Pasajeros en Vehículos Taxi, estará a cargo de los Alcaldes o las autoridades 
municipales que tengan asignada la función.

Que el artículo 2.2.1.3.5.2. del Decreto número 1079 de 2015 determina que 
actualmente, el Servicio Público de Transporte Terrestre Automotor Individual de 
Pasajeros en Vehículos Taxi, se presta: (i) dentro del radio de acción municipal, distrital o 
metropolitano, según el caso; (ii) entre la capital de un departamento y un aeropuerto que 
le sirve, pero que está ubicado en un municipio diferente a esta; (iii) entre los municipios 
que no son capital de departamento, pero que tienen límites comunes con el municipio sede 
del aeropuerto y, (iv) cuando los vehículos tipo taxi salgan del radio de acción autorizado 
deberán portar planilla única ocasional de viaje.

Que el artículo 2.2.1.3.6.3. del decreto ibidem actualmente señala que, el contrato de 
vinculación del equipo se rige por las normas del derecho privado y que debe contener 
como mínimo: (i) obligaciones, derechos y prohibiciones de cada una de las partes; (ii) 
término del contrato, el cual no podrá ser superior a 1 año; (iii) causales de terminación 
y preavisos requeridos para ello; (iv) ítems que conformarán los cobros y pagos a que se 
comprometen las partes y su periodicidad.

Que el artículo 2.2.1.3.6.4. del Decreto número 1079 de 2015 actualmente establece 
que, en el evento de pérdida, hurto o destrucción del vehículo, su propietario tendrá derecho 
a reemplazarlo por otro, bajo el mismo contrato de vinculación, dentro del término de 1 
año, contado a partir de la fecha de ocurrido el hecho.

Que el artículo 2.2.1.3.6.5. del citado decreto actualmente dispone que, en el cambio 
de empresa, la empresa a la cual se vinculará el vehículo deberá acreditar ante la autoridad 
de transporte competente los requisitos establecidos para la expedición de la tarjeta 
de operación, adicionando el paz y salvo de la empresa de la cual se desvincula o el 
pronunciamiento de la autoridad administrativa o judicial competente.

Que el artículo 2.2.1.3.7.4. del decreto ibidem menciona que la asignación de nuevas 
matrículas por parte de la autoridad de transporte competente se hará por sorteo público de 
modo que se garantice el libre acceso de todos los interesados en igualdad de condiciones.

Que el artículo 2.2.1.3.8.3. del citado decreto actualmente determina que la vigencia 
de la tarjeta de operación para los vehículos de esta modalidad, se expedirá por el término 
de 1 año y podrá cancelarse o modificarse si cambian las condiciones que dieron lugar a 
la habilitación.

Que el artículo 2.2.1.3.9.1. del Decreto número 1079 de 2015 menciona que el 
Ministerio de Transporte en coordinación con el Sena, diseñará, desarrollará y promoverá 
la formación basada en competencias para conductores de servicio público de transporte 
terrestre automotor individual de pasajeros en vehículos taxi, con el fin de promover que 

este servicio se brinde con los mejores estándares de calidad y seguridad de los conductores 
y terceros.

Que, de acuerdo con las anteriores disposiciones, se hace necesario la actualización 
del marco regulatorio del Servicio Público de Transporte Terrestre Automotor Individual 
de Pasajeros en Vehículos Taxi, para que responda a las dinámicas operativas, económicas 
y sociales actuales, fortaleciendo la eficiencia, la transparencia y la seguridad en la 
prestación del servicio de transporte, al tiempo que simplifica trámites y elimina obstáculos 
administrativos para los actores involucrados.

Que, adicionalmente, se busca fortalecer la capacidad de control y supervisión por parte 
de las autoridades de transporte competentes. Así mismo, introduce mayor claridad en las 
condiciones de prestación del servicio y, por lo tanto, promueve un servicio de transporte 
organizado y de calidad, consolidando la modalidad para atender las necesidades del país.

Que en armonía con lo anterior mediante el presente decreto, se actualizan algunas 
disposiciones del Servicio Público de Transporte Terrestre Automotor Individual de 
Pasajeros en Vehículos Taxi con el fin de garantizar un servicio eficiente, con cobertura, 
seguro, oportuno y económico, bajo los criterios básicos de cumplimiento de los principios 
rectores del transporte, atendiendo las necesidades actuales del sector transporte, 
adoptando de esta manera, medidas para la actualización de las disposiciones, entre otras, 
las referentes al cambio de empresa, contrato de vinculación, radio acción, asignación de 
matrículas, capacitación a los conductores y usuarios.

Que en cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 3° y 8° de la Ley 1437 de 
2011, y los artículos 2.1.2.5.1.3 y 2.1.2.5.1.4 del Decreto número 1081 de 2015, Único 
Reglamentario Sector Presidencia de la República, el decreto fue publicado en la página 
web del Ministerio de Transporte desde el 22 de junio de 2026 hasta el 6 de julio de 
2026, con el propósito de recibir comentarios, observaciones y/o propuestas por parte de 
ciudadanos y grupos de interés, las cuales fueron respondidas en su totalidad.

Que, en mérito de lo expuesto,

DECRETA:

Artículo 1°. Modifíquese el artículo 2.2.1.3.4. del Capítulo 3 del Título 1 de la Parte 2 
del Libro 2 del Decreto número 1079 de 2015, Único Reglamentario del Sector Transporte, 
el cual quedará así:

“Artículo 2.2.1.3.4. Definiciones. Para la interpretación y aplicación del presente 
Capítulo, se tendrán en cuenta las siguientes definiciones:

Municipios contiguos: Son aquellos municipios que gozan de límites comunes.

Planilla única de viaje ocasional: Es el documento digital o físico que autoriza a 
un vehículo para la realización de un viaje ocasional en un radio de acción distinto al 
autorizado en la modalidad.

Taxi básico: Vehículo homologado destinado a la prestación del servicio público 
individual de pasajeros.

Taxi de lujo: Vehículo homologado destinado a la prestación del servicio público 
individual de pasajeros con condiciones que garanticen mayor confort durante la operación.

Vehículo nuevo: Es el vehículo automotor comercializado durante el año modelo 
asignado por el fabricante y que no haya sido sometido a registro inicial y cero kilómetros.

Viaje ocasional: Es aquel que excepcionalmente autoriza el Ministerio de Transporte a 
un vehículo taxi en el nivel básico y de lujo, para prestar el servicio público de transporte 
individual por fuera del radio de acción autorizado.”

Artículo 2°. Modifíquese el artículo 2.2.1.3.1.1. del Capítulo 3 del Título 1 de la 
Parte 2 del Libro 2 del Decreto número 1079 de 2015, Único Reglamentario del Sector 
Transporte, el cual quedará así:

“Artículo 2.2.1.3.1.1. Autoridades de transporte. Son autoridades de transporte 
competentes las siguientes:

-	 En la Jurisdicción Nacional: el Ministerio de Transporte.
-	 En la Jurisdicción Distrital y Municipal: los alcaldes municipales y/o distritales 

o los organismos en quienes estos deleguen tal atribución.
-	 En la jurisdicción de las Áreas Metropolitanas constituidas de conformidad con 

la ley: las Autoridades Únicas de Transporte Metropolitano o quien ejerza dicha función 
por delegación en la respectiva área.

Las autoridades de transporte no podrán autorizar servicios por fuera del territorio de 
su jurisdicción, salvo casos autorizados en el presente decreto.”

Artículo 3°. Modifíquese el artículo 2.2.1.3.1.2. del Capítulo 3 del Título 1 de la 
Parte 2 del Libro 2 del Decreto número 1079 de 2015, Único Reglamentario del Sector 
Transporte, el cual quedará así:

“Artículo 2.2.1.3.1.2. Control y vigilancia. La inspección, vigilancia y control de la 
prestación del Servicio Público Terrestre Automotor Individual de Pasajeros en Vehículos 
Taxi, estará a cargo de los Alcaldes, la autoridad única del Área Metropolitana o las 
autoridades municipales que tengan asignada la función”.
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Artículo 4°. Modifíquese el artículo 2.2.1.3.5.2. del Capítulo 3 del Título 1 de la 
Parte 2 del Libro 2 del Decreto número 1079 de 2015, Único Reglamentario del Sector 
Transporte, el cual quedará así:

“Artículo 2.2.1.3.5.2. Radio de acción. El Servicio Público de Transporte Terrestre 
Automotor Individual de Pasajeros en Vehículos Taxi, se presta de manera regular dentro 
de la jurisdicción de un distrito o municipio y en las áreas metropolitanas de conformidad 
con las normas que la regulan.

Se podrá prestar el servicio de transporte dentro de los municipios contiguos sin la 
Planilla Única de Viaje Ocasional. Lo anterior, no será aplicable cuando la autoridad 
competente del municipio, distrito o área metropolitana de destino, mediante estudio 
técnico de oferta y demanda debidamente motivado, determine la imposibilidad de permitir 
el ingreso de los vehículos a su jurisdicción, caso en el cual podrá exigir la Planilla Única 
de Viaje Ocasional; en los demás casos, en los cuales los vehículos taxi salgan del radio de 
acción autorizado, deberán portar la planilla única de viaje ocasional.

No se requerirá la Planilla Única de Viaje Ocasional cuando se preste el servicio de 
transporte público individual en vehículos taxi de empresas de la respectiva capital o área 
metropolitana y del municipio sede del terminal aéreo, en los siguientes eventos:

1.	 Se preste hacia o desde un aeropuerto que sirve a la capital del departamento, y 
que esté ubicado en un municipio diferente a la capital.

2.	 Se preste hacia o desde un aeropuerto que le sirve a un área metropolitana y que 
está ubicado en un municipio que no pertenece a esa área metropolitana.

3.	 Para los aeropuertos que no sirven a la capital se podrán realizar convenios entre 
el municipio sede del aeropuerto y cualquier municipio contiguo. El convenio deberá ser 
informado al Ministerio de Transporte.

En las zonas de frontera, las autoridades competentes deberán garantizar que la 
prestación del servicio público de transporte se realice con vehículos de servicio público 
individual en vehículos taxi con matrícula nacional colombiana, salvo que exista acuerdo 
binacional que autorice la operación con vehículos del país con el cual se comparta frontera.

Parágrafo 1°. En ningún caso el Servicio Público de Transporte Terrestre Automotor 
Individual de Pasajeros en Vehículos Taxi, podrá prestarse como servicio colectivo, so 
pena de incurrir en las sanciones previstas para este efecto.

Parágrafo 2°. Las autoridades competentes deberán disponer de zonas específicas 
para priorizar el acceso de los usuarios para el uso de los vehículos tipo taxi en eventos 
que generen aglomeración de personas, tales como actividades culturales, deportivas, 
conciertos u otros espectáculos de carácter masivo.”

Artículo 5°. Modifíquese el artículo 2.2.1.3.6.3 del Capítulo 3 del Título 1 de la Parte 2 
del Libro 2 del Decreto número 1079 de 2015, Único Reglamentario del Sector Transporte, 
el cual quedará así:

“Artículo 2.2.1.3.6.3. Contrato de vinculación. El contrato de vinculación del equipo 
se regirá por las normas del derecho privado y deberá contener como mínimo:

1.	 Obligaciones, derechos y prohibiciones de cada una de las partes.
2.	 Término del contrato, el cual no podrá ser superior a dos (2) años.
3.	 Los aspectos, elementos y/o criterios que conformarán los cobros y pagos a que 

se comprometen las partes, así como su periodicidad, para lo cual la empresa expedirá 
mensualmente al suscriptor del contrato de vinculación un extracto, sin costo alguno, 
que contenga en forma discriminada los rubros y montos cobrados y pagados por cada 
concepto.

4.	 Causales de terminación.
Parágrafo 1°. Las partes podrán pactar prórrogas o renovaciones automáticas en 

escrito separado, que forma parte integral del contrato original de manera previa o, en su 
defecto, suscribirse un nuevo contrato de vinculación.

Parágrafo 2°. Los vehículos que sean de propiedad de la empresa habilitada se 
entenderán vinculados a la misma, sin que para ello sea necesario la celebración de 
un contrato de vinculación. En todo caso deberá garantizarse que haya equidad en el 
tratamiento que se dé a los vehículos de propiedad de la empresa y a aquellos vehículos 
con los que se tenga contrato de vinculación con la empresa.

Parágrafo 3°. Cuando el vehículo haya sido adquirido mediante arrendamiento 
financiero - leasing, el contrato de vinculación será suscrito por el poseedor o locatario, 
previa autorización del representante legal de la sociedad de leasing.

Parágrafo 4°. El paz y salvo de las partes no será, en ningún caso, condición para 
la realización de trámites de tránsito o transporte, sin perjuicio de las acciones civiles y 
comerciales que se desprendan del contrato de vinculación. De igual manera, las empresas 
de transporte no podrán generar, en el contrato de vinculación ni a través de otros medios, 
obligación pecuniaria alguna para generar paz y salvo, permitir la desvinculación del 
vehículo, ni realizar cobros por la expedición de la tarjeta de operación, la Planilla Única 
de Viaje Ocasional, ni por servicios no prestados, tales como las revisiones preventivas 
o administraciones durante periodos en los que no se contaba con la tarjeta de control 
vigente”.

Artículo 6°. Modifíquese el artículo 2.2.1.3.6.4 del Capítulo 3 del Título 1 de la Parte 2 
del Libro 2 del Decreto número 1079 de 2015, Único Reglamentario del Sector Transporte, 
el cual quedará así:

“Artículo 2.2.1.3.6.4. Hurto, pérdida, desintegración, cambio de servicio o 
destrucción del vehículo. En el evento de hurto, pérdida, desintegración, cambio de 
servicio o destrucción de un vehículo taxi, su propietario tendrá derecho a reponerlo por 
otro, dentro del término de cinco (5) años contados a partir de la fecha de ocurrido el 
hecho.

Cuando se presente el hurto de un vehículo taxi, su propietario tendrá derecho a 
reponerlo por otro, dentro del término de cinco (5) años, contados a partir de la fecha 
de ocurrencia del hecho. Para ello, deberá allegar dentro de los seis (6) meses siguientes 
a la ocurrencia del hecho el soporte de la denuncia del hurto y la certificación de la 
no recuperación expedida por la Fiscalía General de la Nación que haya adelantado la 
investigación del hurto.

En el evento que el vehículo se encuentre inmerso en un proceso judicial o 
administrativo, el cómputo del término de cinco (5) años para su reposición comenzará a 
partir de la fecha en que quede ejecutoriada la decisión judicial o administrativa.

Parágrafo 1°. En los casos en que exista un proceso judicial o administrativo, el 
propietario deberá informar a la autoridad competente sobre el auto admisorio de la 
demanda, el auto de apertura del proceso administrativo o la radicación de la denuncia, 
según corresponda.”

Artículo 7°. Modifíquese el artículo 2.2.1.3.6.5 del Capítulo 3 del Título 1 de la Parte 2 
del Libro 2 del Decreto número 1079 de 2015, Único Reglamentario del Sector Transporte, 
el cual quedará así:

“Artículo 2.2.1.3.6.5. Cambio de empresa. La autoridad de transporte competente 
para autorizar el cambio de empresa verificará que la empresa a la cual se vinculará el 
equipo, previamente desvinculado de otra, acredite el cumplimiento de los requisitos 
establecidos en el artículo 2.2.1.3.8.5 del presente decreto, o el pronunciamiento de la 
autoridad administrativa o judicial competente.

Parágrafo 1°. El cambio de empresa solamente procederá para vehículos que 
pertenezcan a un mismo municipio, distrito o área metropolitana.

Parágrafo 2°. El cambio de empresa podrá realizarse en cualquier momento durante 
la vigencia del contrato de vinculación, de conformidad con los requisitos establecidos en 
la presente sección.

Parágrafo 3°. Cuando los vehículos realicen el proceso de desintegración con fines 
de reposición, se entenderá que cesa la obligación de permanecer vinculado a la empresa 
de transporte con la cual se suscribió el contrato, desde el día en que se materialice la 
desintegración, por la imposibilidad física de continuar con la ejecución del mismo.

Lo anterior, sin perjuicio del cumplimiento de las demás obligaciones que tenga el 
propietario del vehículo con la empresa de la que se desvincula. En todo caso, ésta contará 
con las vías legales respectivas para el cobro de lo debido.

Una vez autorizado el cambio de empresa, la autoridad de transporte deberá comunicar 
la decisión a la empresa de la cual fue desvinculado el vehículo, dentro de los tres (3) días 
hábiles siguientes.

Parágrafo 4°. Las empresas dispondrán del término de hasta quince (15) días hábiles 
para resolver las peticiones formuladas por los interesados, de conformidad con lo previsto 
en los artículos 14 y 32 de la Ley 1437 de 2011, o las normas que los modifiquen, adicionen 
o sustituyan.

Parágrafo 5°. De conformidad con lo previsto en las normas sobre prácticas 
comerciales restrictivas y competencia desleal, en particular lo previsto en el artículo 1° 
de la Ley 155 de 1959 y en la Ley 1340 de 2009 o la norma que las modifique, adicione o 
sustituya, no se podrá condicionar la vinculación o desvinculación de los vehículos a las 
empresas de transporte debidamente habilitadas, a esquemas o requisitos que impidan o 
restrinjan la libertad de los propietarios de optar por diferentes alternativas en cuanto a la 
vinculación”.

Artículo 8°. Modifíquese el artículo 2.2.1.3.7.4. del Capítulo 3 del Título 1 de la 
Parte 2 del Libro 2 del Decreto número 1079 de 2015, Único Reglamentario del Sector 
Transporte, el cual quedará así:

“Artículo 2.2.1.3.7.4. Asignación de matrículas. La asignación de nuevas matrículas 
por parte de la autoridad competente se realizará por sorteo público en el que se deberá 
garantizar la aplicación de los principios del debido proceso, igualdad, imparcialidad, buena 
fe, moralidad, participación, responsabilidad, transparencia, publicidad, coordinación, 
eficacia, economía y celeridad, establecidos en el artículo 209 de la Constitución Política, 
el artículo 3° de la Ley 1437 de 2011 y la Ley 1712 de 2014 o la norma que la modifique, 
adicione o sustituya. Para ello, la autoridad competente deberá tener en cuenta:

En virtud de los principios de transparencia y publicidad, procurará que la convocatoria 
se publique en un medio de amplia circulación o cualquier otro mecanismo que permita su 
difusión y además realizarlo en la página web institucional, y que el sorteo se realice en día 
hábil, en la fecha, hora y lugar determinado por la autoridad competente.



 		  171
Edición 53.578
Miércoles, 5 de agosto de 2026 DIARIO OFICIAL

De conformidad con el principio de igualdad, establecido en el artículo 13 de la 
Constitución Política, en desarrollo de los sorteos se podrán implementar medidas de 
acción afirmativa dirigidas a incentivar la participación de conductores no propietarios, 
con el fin de promover su acceso a la asignación de nuevas matrículas. Lo anterior, sin 
desmedro de la autonomía territorial de cada entidad para la realización de dicho sorteo y 
la asignación de nuevas matrículas.”

Artículo 9°. Modifíquese el artículo 2.2.1.3.8.3. del Capítulo 3 del Título 1 de la 
Parte 2 del Libro 2 del Decreto número 1079 de 2015, Único Reglamentario del Sector 
Transporte, el cual quedará así:

“Artículo 2.2.1.3.8.3. Vigencia de la tarjeta de operación. La vigencia de la tarjeta 
de operación para los vehículos de esta modalidad se expedirá por el término de dos (2) 
años. Podrá cancelarse o modificarse si cambian las condiciones que dieron lugar a la 
habilitación.”

Artículo 10. Modifíquese el artículo 2.2.1.3.9.1. del Capítulo 3 del Título 1 de la 
Parte 2 del Libro 2 del Decreto número 1079 de 2015, Único Reglamentario del Sector 
Transporte, el cual quedará así:

“Artículo 2.2.1.3.9.1. Programa de formación, cualificación y fortalecimiento de 
competencias para conductoras y conductores. El Ministerio de Transporte brindará 
asistencia técnica para que las autoridades territoriales puedan diseñar, desarrollar e 
implementar un programa de formación, cualificación y fortalecimiento de competencias 
dirigido a conductoras y conductores del Servicio Público de Transporte Terrestre 
Automotor Individual de Pasajeros en Vehículos Taxi.

El programa de formación podrá incluir, según las especificidades y necesidades 
locales y regionales, garantizando la autonomía territorial, contenidos relacionados con 
criterios de calidad en atención al usuario, y temáticas relacionadas con la seguridad, 
eficiencia y mejoramiento de las condiciones del servicio, y la promoción de hábitos y 
estilos de vida saludable.

El Ministerio de Transporte podrá hacer seguimiento de forma anual a la implementación 
del Programa de formación, con el fin de garantizar el cumplimiento de lo aquí dispuesto.”

Artículo 11. Vigencia y derogatoria. El presente decreto rige a partir del día siguiente 
a la fecha de su publicación en el Diario Oficial y modifica los artículos 2.2.1.3.4., 
2.2.1.3.1.1., 2.2.1.3.1.2., 2.2.1.3.5.2., 2.2.1.3.6.3., 2.2.1.3.6.4., 2.2.1.3.6.5., 2.2.1.3.7.4., 
2.2.1.3.8.3., 2.2.1.3.9.1. del Capítulo 3 del Título 1 de la Parte 2 del Libro 2 del Decreto 
número 1079 de 2015, Único Reglamentario del Sector Transporte y deroga el artículo 
2.2.1.3.9.2.

Publíquese y cúmplase.
Dado a 4 de agosto de 2026.

GUSTAVO PETRO URREGO
La Ministra de Transporte,

María Fernanda Rojas Mantilla.

Ministerio del Deporte

Decretos

DECRETO NÚMERO 1018 DE 2026

(agosto 5)
por medio del cual se modifica parcialmente el Decreto número 941 de 2022, “por el 
cual se reglamentan parcialmente los artículos 3° de la Ley 181 de 1995 y 4 de la Ley 
1967 de 2019, y se adiciona la Parte 14 del Libro 2 del Decreto número 1085 de 2015, 
Único Reglamentario del Sector Deporte, para promover y planificar el deporte femenino 

competitivo y de alto rendimiento”.
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus atribuciones 

constitucionales y legales y en particular las que le confiere el artículo 189, numeral 11 de 
la Constitución Política.

CONSIDERANDO:
Que el artículo 52 de la Constitución Política, modificado por el artículo 1° del Acto 

Legislativo número 2 de 2000 consagra que: “El ejercicio del deporte, sus manifestaciones 
recreativas, competitivas y autóctonas tienen como función la formación integral de 
las personas, preservar y desarrollar una mejor salud en el ser humano. El deporte y 
la recreación, forman parte de la educación y constituyen gasto público social. Se 
reconoce el derecho de todas las personas a la recreación, a la práctica del deporte y al 
aprovechamiento del tiempo libre. El Estado fomentará estas actividades e inspeccionará, 
vigilará y controlará las organizaciones deportivas y recreativas cuya estructura y 
propiedad deberán ser democráticas.”

Que el artículo 208 de la Constitución Política dispone que: “Los ministros y los 
directores de departamentos administrativos son los jefes de la administración en su 
respectiva dependencia. Bajo la dirección del Presidente de la República, les corresponde 

formular las políticas atinentes a su despacho, dirigir la actividad administrativa y 
ejecutar la ley. (...)”

Que la Ley 181 de 1995 en su artículo 3° establece los objetivos rectores que debe 
tener en cuenta el Estado para garantizar el acceso del individuo y de la comunidad al 
conocimiento y práctica del deporte, la recreación y el aprovechamiento del tiempo libre, 
dentro de los que se encuentran: “6. Promover y planificar el deporte competitivo y de 
alto rendimiento, en coordinación con las federaciones deportivas y otras autoridades 
competentes, velando porque se desarrolle de acuerdo con los principios del movimiento 
olímpico. 7. Ordenar y difundir el conocimiento y la enseñanza del deporte y la 
recreación, y fomentar las escuelas deportivas para la formación y perfeccionamiento 
de los practicantes y cuidar la práctica deportiva en la edad escolar, su continuidad y 
eficiencia”.

Que el artículo 46 de la Ley 181 de 1991 creó el Sistema Nacional del Deporte, definido 
como el: “(...) conjunto de organismos, articulados entre sí, para permitir el acceso de la 
comunidad al deporte, la recreación, el aprovechamiento del tiempo libre, la educación 
extraescolar y la educación física”, a su turno, el artículo 47 de la mencionada Ley 
dispone que dicho Sistema: “(...) tiene como objetivo generar y brindar a la comunidad 
oportunidades de participación en procesos de iniciación, formación, fomento y práctica 
del deporte, la recreación y el aprovechamiento del tiempo libre, como contribución al 
desarrollo integral del individuo y a la creación de una cultura física para el mejoramiento 
de la calidad de vida de los colombianos”.

Que la citada Ley en su artículo 48 establece que son objetivos del Sistema Nacional 
del Deporte, entre otros: “1. Establecer los mecanismos que permitan el fomento, 
masificación, desarrollo y práctica del deporte, la recreación y el aprovechamiento del 
tiempo libre mediante la integración funcional de los organismos, procesos, actividades 
y recursos de este sistema.” y, “3. Establecer un conjunto normativo armónico que, en 
desarrollo de la presente Ley, regule el fomento, masificación, desarrollo y práctica del 
deporte, la recreación y el aprovechamiento del tiempo libre y los mecanismos para 
controlar y vigilar su cumplimiento”.

Que a su vez en el artículo 50 dispone que hacen parte del Sistema Nacional del Deporte, 
además del MINISTERIO DEL DEPORTE: “(...) los entes departamentales, municipales 
y distritales que ejerzan las funciones de fomento desarrollo y práctica del deporte, la 
recreación y el aprovechamiento del tiempo libre, los organismos privados, las entidades 
mixtas, así como todas aquellas entidades públicas y privadas de otros sectores sociales y 
económicos en los aspectos que se relacionen directamente con estas actividades”.

Que la Ley 1389 de 2010 dispone el reconocimiento y otorgamiento de incentivos 
económicos a los deportistas y entrenadores medallistas en Juegos Olímpicos, Juegos 
Paralímpicos, Juegos Sordo Olímpicos, eventos del ciclo olímpico y paralímpico y 
campeonatos mundiales, con cargo al presupuesto del MINISTERIO DEL DEPORTE, de 
conformidad con el reglamento que para el efecto expida dicha entidad.

Que el MINISTERIO DEL DEPORTE, en virtud de la Ley 1967 de 2019, tiene como 
objetivo, dentro del marco de sus competencias y de la ley, formular, adoptar, dirigir, 
coordinar. inspeccionar, vigilar, controlar y ejecutar la política pública, planes, programas 
y proyectos en materia del deporte, la recreación, el aprovechamiento del tiempo libre 
y la actividad física para promover el bienestar, la calidad de vida, así como contribuir 
a la salud pública, a la educación, a la cultura, a la cohesión e integración social, a la 
conciencia nacional y a las relaciones internacionales, a través de la participación de los 
actores públicos y privados.

Que el MINISTERIO DEL DEPORTE cumplirá, además de las señaladas en la 
Constitución Política y en el artículo 59 de la Ley 489 de 1998, entre otras, las siguientes 
funciones señaladas en el artículo 4° de la Ley 1967 de 2019: “(...) “5. Dirigir, organizar, 
coordinar y evaluar el Sistema Nacional del Deporte para el cumplimiento de sus objetivos 
y orientar el deporte colombiano, el Comité Olímpico colombiano, el Comité Paralímpico 
Colombiano, las federaciones deportivas, los institutos y ligas departamentales y 
municipales, entre otros, en el marco de sus competencias, para apoyar a los nuevos 
talentos deportivos de todas las regiones del país. (...) 7. Planificar, promover e impulsar 
el deporte competitivo, los deportes autóctonos, de baja difusión, extremos, alternativos y 
de alto rendimiento y recreativos, en coordinación con las federaciones deportivas y otras 
autoridades competentes, velando porque se desarrolle de acuerdo con los principios del 
movimiento olímpico. (...) 10. Estimular la práctica deportiva exenta de violencia, de 
exclusión y de toda acción o manifestación que pueda alterar por vías extradeportivas los 
resultados de las competencias. (...) 25. Celebrar directamente convenios o contratos con 
entidades u organismos internacionales o nacionales, públicos o privados pertenecientes 
al Sistema Nacional del Deporte, para el desarrollo de su objeto, de acuerdo con las 
normas legales vigentes’1 “26. Cofinanciar a los organismos oficialmente reconocidos 
los gastos operacionales y eventos nacionales e internacionales de conformidad con las 
disposiciones vigentes sobre la materia.” (...) 39. Formular, promover, ejecutar y evaluar 
políticas públicas· para promover los espacios de inclusión deportiva, recreativa de 
personas con algún tipo de deficiencia, limitación o restricción”.

Que, de acuerdo con los artículos 11 del Decreto Ley 1228 y 2.9.3.12. del Decreto 
número 1085 de 2015 - Único Reglamentario del Sector Administrativo del Deporte - 
las Federaciones Deportivas Nacionales son organismos de derecho privado, constituidos 
por un número mínimo de ligas o asociaciones o clubes deportivos o la combinación de 
cualquiera de ellos, para fomentar, patrocinar y organizar la práctica del deporte en el 


